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Cada año, el Estado destina millo-
nes de dólares a subsidios al
trabajo. Sin embargo, las cifras de

desempleo entre mujeres y jóvenes
siguen siendo alarmantes. En su última
cuenta pública, el Presidente anunció una
reforma para unificar y optimizar estos
subsidios. La propuesta llega en un mo-
mento crítico, en que el desempleo conti-
núa al alza considerando los últimos 12
meses, y responde a una demanda de
años: los programas actuales, pese a su
alto costo fiscal, no cumplen su propósito
de incentivar la contratación. 
Aunque en 2024 se invirtieron 181 mil
millones en el Subsidio al Empleo Joven
(SEJ) y el Bono al Trabajo de la Mujer
(BTM) —el 83% del total de recursos
destinados a programas de empleo—, la
tasa de participación de las mujeres en
los primeros deciles de ingreso apenas
ha aumentado en 2,3 puntos en los últi-
mos nueve años. Las bajas tasas de
cobertura, que rondan el 30% para el SEJ
y el 19% para el BTM, no afectan la con-
tratación y son aprovechados por gran-
des empresas (95% de las beneficiarias),
lo que evidencia la gran brecha entre las
personas elegibles y aquellas que real-
mente se benefician de estos subsidios.
Un estudio patrocinado por el Centro de
Políticas Públicas UC, publicado en abril
de este año, el propone fusionar ambos
subsidios en un único programa dirigido
especialmente a mujeres jóvenes, y
focalizar este programa unificado a las
pequeñas y medianas empresas, donde
las decisiones de contratación sí pueden
verse afectadas por este tipo de progra-
mas. La investigación también propone
simplificar el acceso subsidios, mejorar
las estrategias de comunicación, aumen-
tar los montos, reducir los plazos de
entrega, y vincular los subsidios con
políticas complementarias de capacita-
ción y apoyo a los cuidados.
El proyecto de ley anunciado tiene un
potencial significativo para transformar el
mercado laboral, particularmente en lo
que respecta a la inclusión de las mujeres
y los jóvenes en la formalidad. Sin embar-
go, es esencial que este rediseño tam-
bién aborde de manera integral las barre-
ras estructurales y culturales que perpe-
túan la informalidad laboral. Solo así
podremos avanzar hacia una sociedad en
la que todas las personas tengan acceso
a empleos dignos y condiciones laborales
que les permitan prosperar.

Reforma de los
subsidios laborales

Mucho se ha discutido sobre la per-
misología y cómo resolverla. Sin
embargo, quienes operan esos

permisos son funcionarios públicos. Po-
drán cambiar las reglas bajo las cuales se
entreguen esas autorizaciones, pero mien-
tras no cambien el marco de incentivos
que enfrentan los funcionarios públicos,
será imposible dinamizar la inversión.

Por ley, el personal del Estado no pue-
de paralizar sus funciones. Sin embargo,
varias veces al año somos testigos de cómo
las huelgas, por los más diversos motivos,
dejan sin alternativa de atención a millo-
nes de chilenos. Pese a ser ilegal, paralizar
no tiene mayores consecuencias —ni si-
quiera se les descuentan los días no traba-
jados— porque la inamovilidad es la pie-
dra angular del Estatuto Administrativo.

Esa inamovilidad probablemente im-
pida que quienes usaron licencias fraudu-
lentas sean despedidos. Debido a la ina-
movilidad se debió dictar una ley para que
los mayores de 75 años pasen obligatoria-

mente a retiro. Da lo mismo si su produc-
tividad es alta, tampoco importa si la de
un joven funcionario es nula. Solo impor-
ta la fecha de nacimiento porque los sis-
temas de evaluación, que pueden haber
sido un avance hace décadas, hoy no sir-
ven. Me tocó evaluar y ser evaluado en
base a lo establecido por la ley y es, sim-
plemente, hacerse tram-
pa en el solitario.

Sabemos que existe
un grave problema de
gestión en la salud estatal;
sin embargo, entre 2018 y
2023 solo 40 médicos, de
un total de casi 30 mil, fue-
ron despedidos por mal
desempeño. Sabemos
que los funcionarios pú-
blicos ganan un 15% más
que personas equivalentes que trabajan en
el sector privado (OCEC-UDP, 2025), pero
no qué justifica dicha diferencia.

También sabemos que el año pasado
las metas de gestión de organismos del
Estado se cumplieron en un 98,6% y que
solo tres de 204 entidades evaluadas no
obtuvieron el 100% de los incentivos mo-
netarios asociados, aunque ninguna ob-

tuvo menos del 93%. ¿Es consistente ese
nivel de excelencia con la experiencia
diaria de quienes deben lidiar con orga-
nismos públicos?

Hasta el propio Estado se ha dado
cuenta que el Estatuto Administrativo no
da para más. El Consejo para la Transpa-
rencia, el Servicio Nacional Forestal, en-

tre varias otras institu-
ciones, se han eximido
de las rigideces de dicha
regulación para pasarse
a regir por el Código del
Trabajo. Ello avance ha-
cia un marco de incenti-
vos que promueva el
buen desempeño, pero
es un tímido esfuerzo
frente al casi un millón
de empleados públicos

regidos por reglas obsoletas.
Es esencial que los candidatos pre-

sidenciales muestren cómo pretenden
superar el Estatuto Administrativo. De
lo contrario, no mejorará la gestión del
Estado. Y sin un Estado moderno, segui-
rán sufriendo desde los pacientes en lis-
tas de espera hasta los empresarios que
buscan desarrollar inversiones.

El Estatuto Administrativo no da más

Pablo Eguiguren
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“Me tocó evaluar y
ser evaluado en
base a lo
establecido por la
ley y es,
simplemente,
hacerse trampa en
el solitario”.

Luego de más de 27 años de discu-
sión, el Presidente ha manifestado
en su cuenta pública la urgencia de

avanzar en la reforma de sala cuna; de los
anuncios, es el segundo con mayor con-
senso ciudadano (81% de acuerdo). La ur-
gencia radica en que hoy existe una discri-
minación entre mujeres; acceden a este
derecho solo quienes trabajan en empre-
sas con más de 20 trabajadoras y, además,
el costo recae íntegramente en el emplea-
dor, lo que se ha transformado en uno de
los principales desincentivos para la con-
tratación de mujeres, independiente sí
son madres o no. 

En un contexto de crisis del mercado
laboral, con un desempleo femenino del
9,7% y una baja creación de empleos for-
males, se valora la determinación del Eje-
cutivo. Sin embargo, al igual que ocurre
con los anuncios sobre reactivación eco-
nómica, las buenas intenciones no son
suficientes. 

Para contribuir en mejorar el proyec-
to actual, más de 30 organizaciones públi-

cas, privadas y de la sociedad civil con-
formamos el movimiento #Salacuna-
hoy, con el objetivo de consensuar pro-
puestas técnicas y viabilizar el actual
proyecto de ley.

Entre las mejoras necesarias, hay tres
especialmente urgentes. Primero, el
monto establecido en el proyecto —$282
mil mensuales— resulta insuficiente para
cubrir el costo real de una
sala cuna, obligando a las
empresas a asumir la di-
ferencia, lo cual no termi-
na con el desincentivo a
la contratación.

Proponemos que es-
te monto sea mayor, y se
determine anualmente a
través de un comité técnico, consideran-
do parámetros como el valor de mercado
de las salas cunas, oferta, demanda y ni-
veles de uso. Segundo, es indispensable
establecer mayor gradualidad en la im-
plementación, acompañada de estudios
de sostenibilidad anuales para ir eva-
luando el desempeño y viabilidad del
fondo de sala cuna.

Por último, es fundamental que este
derecho pueda ejercerse también en sa-
las cunas privadas que cuenten con auto-

rización de funcionamiento del Mineduc,
que en la propuesta actual han quedado
excluidas. Esta reforma no busca en nin-
gún caso disminuir los estándares de cali-
dad vigentes, sino reforzarlos, exigiendo
que todas las salas cunas, públicas y pri-
vadas, cumplan con la normativa del Mi-
neduc.

La reforma se aprobará si el Ejecuti-
vo recoge estas necesa-
rias mejoras, y si no exi-
gimos a esta reforma re-
solver todos los desafíos
relacionados con el tra-
bajo no remunerado y la
inserción laboral feme-
nina. Esta propuesta
busca abordar la princi-

pal barrera para la contratación formal
de mujeres, pero deben impulsarse
también otras reformas, como mayor
flexibilidad laboral, modernización de
las relaciones de trabajo y soluciones
para los desafíos de cuidados de perso-
nas mayores y dependientes. 

Tenemos la oportunidad de saldar
una deuda histórica con las mujeres,
pero aún queda un largo camino por re-
correr. Esperemos que esta vez, no que-
de solo en buenas intenciones.

Las buenas intenciones no alcanzan

María José Abud
Horizontal

“Esta reforma no
busca en ningún
caso disminuir los
estándares de
calidad vigentes,
sino reforzarlos”.
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